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1. INTRODUCCIÓN 
 
En Colombia la garantía a la estabilidad laboral reforzada se constituye como un 
derecho de rango constitucional, con amplio desarrollo jurisprudencial y doctrinal, que 
tiene como fin proteger los derechos de personas en situación de discapacidad, 
derecho que ha sido ampliamente tratado, debatido y  reclamado, y que en el presente 
trabajo analizaremos desde la óptica de las “problemáticas” que se han generado en 
relación con el derecho de las personas con estabilidad laboral reforzada, desde que la 
Corte Constitucional, le reconoció el rango de derecho fundamental.  
El trabajo de investigación “Algunas problemáticas en relación con el derecho de las 
personas con estabilidad laboral reforzada en Colombia”, se analizará en relación con 
los siguientes aspectos: legislativo, conceptual, de interpretación y de aplicación del 
derecho a la estabilidad laboral reforzada, con enfoque a las personas vinculadas 
laboralmente que presenten un evento de salud, ya sea de origen común (enfermedad 
o accidente) o de origen laboral (accidente de trabajo o enfermedad laboral), teniendo 
en cuenta que el derecho como tal no diferencia en la situación del origen; 
problemáticas que involucran además a todos los actores que de una u otra forma 
conocen de este derecho, entre ellos: los operadores jurídicos, empleadores, 
trabajadores, abogados, entidades públicas y privadas, el Estado; que permite dar a 
conocer desde otra perspectiva los efectos del derecho a la estabilidad reforzada.  
El estudio que concluye con el trabajo final de investigación, se ha realizado con el 
análisis de las normas internacionales, que forman parte del bloque de 
constitucionalidad, los antecedentes constitucionales, las normas nacionales, la 
jurisprudencia y la doctrina de autores como Robert Alexy (2012) en su Libro “Teoría de 
los Derechos Fundamentales”.  
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PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 
Los derechos a la igualdad (Artículo 13),  a la protección especial a disminuidos 
(artículo 47), derechos del trabajador (artículo 53), así como los principios a la dignidad 
humana, igualdad y solidaridad, consagrados en la Constitución Política; en armonía 
con normas como la Ley 361 de 1997, la jurisprudencia, y la doctrina, son el marco 
legal del derecho fundamental a la estabilidad laboral reforzada, que se circunscriben 
en el presente trabajo a las relaciones laborales en Colombia, estabilidad laboral 
reforzada, que según la Corte Constitucional “garantiza la permanencia en el empleo 
del discapacitado luego de haber adquirido la respectiva limitación física, sensorial o 
sicológica, como medida de protección especial y en conformidad con su capacidad 
laboral”. 
 
La Ley 361 de 1997, por la cual se establecen mecanismos de integración social de las 
personas con limitación, con fundamento además en la responsabilidad del Estado, y 
de los empleadores, establece el alcance de las personas a proteger: Artículo 1. “….. 
Personas con limitación en sus derechos fundamentales, económicos, sociales y 
culturales..” …. “personas con limitaciones severas y profundas……”. Igualmente 
imparte una serie de obligaciones para los diferentes actores: artículo 5. …. “personas 
con limitación deberán aparecer calificadas en el carné de afiliación a salud…”… “la 
calificación deberá aparecer en el carné de afiliado de la persona indicando la 
limitación y el grado de la misma como moderada, severa o profunda…”; en el 
artículo 26… “ninguna persona limitada podrá ser despedida o su contrato terminado 
por razón de su limitación, salvo que medie autorización de la oficina de Trabajo…” 
 
Para fijar los grados de limitación según lo  dispuesto en la Ley 361 de 1997 (artículo 
5), se expidió el Decreto 2463 de 2001, y estableció en el artículo 7, los grados de la 
limitación, así: moderada entre el 15% y el 25% de pérdida de la capacidad laboral; 
severa mayor al 25% pero inferior al 50% de pérdida de la capacidad laboral y 
profunda, cuando la pérdida de la capacidad laboral sea igual o mayor al 50%.  
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Las normas internacionales integradas al bloque de constitucionalidad, los derechos y 
principios de la Constitución Política, las normas nacionales, la jurisprudencia y la 
doctrina, sobre las cuales se ha debatido, reconocido o negado, el derecho a la 
estabilidad laboral reforzada en el ámbito laboral, ha generado una serie de 
problemáticas que han llevado a los operadores jurídicos, a los empleadores, al 
Ministerio de Trabajo, y a los mismos trabajadores, y profesionales del derecho a 
confusiones o posiciones, que se alejan del sentido propio de los principios de 
igualdad, solidaridad  y progresividad.  
Problemáticas que podríamos llamar de rango superior porque involucran a la Corte 
Constitucional y a la Corte Suprema de Justica, que por su diferencia de criterios, ha 
llevado a los operadores jurídicos a interpretar el derecho de acuerdo con la posición 
de las Cortes: La Constitucional, ha establecido que la  estabilidad laboral reforzada, la 
tienen inclusive aquellas personas que tengan una afección en su salud y que esa 
circunstancia les impida o dificulte el desempeño de una labor, y que no se requiere 
estar calificado; la Corte Suprema de Justicia, en criterio contrario, reconoce el derecho 
acuerdo con la calificación de la limitación del trabajador según los grados establecidos 
en la Ley 361 de 1997, con alcance en el Decreto 2463 de 2001, decreto derogado en 
gran parte por el Decreto 1352 de 2013. 
El Ministerio de Trabajo para dar permiso para terminar los contratos, tiene su propia 
interpretación, solo lo emite con base en la causal contemplada en el literal A – 13 del 
artículo 62 del C.S.T.  
 
El empleador está viendo vulnerado su derecho a la libertad de empresa.    
 
El trabajador está llegando a utilizar el derecho para petrificar las relaciones laborales.   
 
Surge entonces el siguiente interrogante: ¿Cuál es la fuente de derecho que permite 
solucionar la problemática por la legislación, interpretación, conceptos, y aplicación del 
derecho a la estabilidad laboral reforzada? 
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Objetivo general.  
Establecer la fuente del derecho, que permita el reconocimiento claro y sin lugar a 
confusiones del derecho a la estabilidad laboral reforzada, armonizando los derechos 
de las partes intervinientes.  
Objetivos específicos:  
1. Revisar las diferentes fuentes del derecho (leyes, jurisprudencia y 
doctrina), relacionadas con el tema, tanto en el ámbito internacional como en el 
nacional. 
 
2. Analizar los derechos fundamentales de igualdad, equidad, estabilidad 
laboral reforzada, así como los principios de progresividad y no regresividad en 
relación con las personas limitadas. 
 
3. Proponer las fuentes que sean aplicables para superar la dificultad 
subsistente en la clasificación del grado de severidad de la limitación. 
 
 
La metodología aplicada en el presente informe final de investigación, es la 
hermenéutica, que se basa en el análisis e interpretación normativa, jurisprudencial y 
doctrinaria, relacionada con la estabilidad laboral reforzada y las problemáticas en 
derecho por los siguientes aspectos: legislativo, de interpretación, conceptual, y de 
aplicación de los actores involucrados en el tema, ha generado confusiones al 
reconocer o negar este derecho. Metodología que orienta al cumplimiento de objetivos 
enunciados.  
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CAPÍTULO I 
1. Protección legal de la discapacidad, en el ámbito  internacional y 
nacional. 
1.1 En el ámbito Internacional: 
La Constitución Política de 1991, dejó contemplado en los siguientes artículos la 
posibilidad de adoptar normas internacionales en el orden interno:  
Artículo 9: .. “ …las relaciones exteriores del Estado se fundamentan en la 
soberanía nacional, en el respeto a la autodeterminación de los pueblos, y 
en el reconocimiento de los principios del derecho internacional aceptados 
por Colombia”.  
Artículo 53 ... “Los Convenios Internacionales de trabajo debidamente 
ratificados hacen parte de la Legislación Interna. 
 Artículo 93… “los derechos y deberes consagrados en esta carta, se 
interpretarán de conformidad con los tratados internacionales sobre 
derechos humanos ratificados por Colombia.  
 Artículo 94 ... “Los enunciados de los derechos y garantías contenido en la 
Constitución y en los Convenios Internacionales vigentes, no deben 
entenderse como negación de otros, que, siendo inherentes a la persona 
humana, no figuren expresamente en ellos”.   
Artículo 214 “… numeral 1…..”Una ley estatutaria  regulará las facultades del 
gobierno durante los estado de excepción y establecerá los controles 
judiciales  y las garantías para proteger  los derechos de conformidad con 
los tratados internacionales…”.   
Las siguientes normas de carácter internacional, que se relacionan con el tema en 
estudio, se aplican en el ordenamiento interno, dando alcance así al Bloque de 
Constitucionalidad al cual nos referiremos al final de la siguiente relación, que no es 
taxativa:  
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Declaración Universal de los Derechos Humanos (DUDH) adoptada por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas  en su Resolución 217 A (III), el 10 de diciembre de 
1948.  
 La Convención sobre los Derechos de las Personas con discapacidad, aprobada por 
Colombia mediante la  Ley 1346 de 2009.  Incluye “aquellas personas con deficiencias 
físicas, mentales, intelectuales o sensoriales a largo plazo que, al interactuar con 
diversas barreras puedan impedir su participación plena y efectiva en la sociedad, en 
igualdad de condiciones con las demás.”  
 La Declaración de los Derechos de los Impedidos de 1975 y las Normas Uniformes 
sobre la igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad de carácter no 
vinculante, adoptadas en 1993, que en el artículo 2º dispone que, “es deber del Estado 
velar porque las personas con discapacidad reciban regularmente el tratamiento y los 
medicamentos que necesitan para mantener o aumentar su capacidad funcional”.” 
Ley 82 de 1988, aprobatoria del convenio numero 159, suscrito con la Organización 
Internacional del Trabajo -OIT, sobre readaptación profesional y el empleo de personas 
invalidas. 
El Convenio 159 de la OIT “sobre la readaptación profesional y el empleo de personas 
inválidas” que expidió la Recomendación No 168 “Sobre la readaptación profesional y 
el empleo de personas inválidas”, aprobado por Colombia mediante la Ley 82 de 1988.” 
La Declaración de Copenhague, Sección B 26 (I), relativas a las obligaciones de los 
Estados para promover la accesibilidad para las personas con discapacidad.”  
La guía de “Diseño con cuidado: Una guía para la adaptar el ambiente construido para 
las personas con discapacidad” 
En el  ámbito interamericano se destaca la Convención Americana de Derechos 
Humanos que establece como principio general la igualdad material y enfatiza en la 
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eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas en situación de 
discapacidad.  
La “Convención Interamericana para la Eliminación de todas las formas de 
Discriminación contra las personas con Discapacidad”, aprobada por Colombia 
mediante la Ley 762 de 2002, en donde se define el término “discapacidad” como “una 
deficiencia física, mental o sensorial, ya sea de naturaleza permanente o temporal, que 
limita la capacidad de ejercer una o más actividades esenciales de la vida diaria, que 
puede ser causada o agravada por el entorno económico y social”. 
El Protocolo de Salvador sobre Derechos Económicos Sociales y Culturales, estableció 
en el artículo 9º sobre el Derecho a la Seguridad Social, que toda persona tiene 
derecho a la seguridad social que lo proteja “contra las consecuencias de la vejez y de 
la incapacidad que la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios para 
llevar una vida digna y decorosa”. 
La Corte Constitucional, con base en lo establecido en los artículos 9, 53, 93, 94, y 214, 
ha tenido en cuenta las normas internacionales para reconocer derechos y principios 
que no se contemplaron en la Carta Política a través de la jurisprudencia, admitiendo 
con ello la existencia del bloque de constitucionalidad, al que remiten para su aplicación 
los operadores jurídicos, cuando se trata de derechos que tiene relación con la 
estabilidad laboral reforzada, como es el caso del derecho al mínimo vital, que no se 
contempla en la Constitución Política, pero que ya hace parte del bloque de 
constitucionalidad, reclamado, reconocido o negado según el caso.  
 
1.2 En el ámbito Nacional: 
En Colombia, las personas con estabilidad laboral reforzada, por hechos o 
circunstancias de salud, considerados a su vez como personas en estado de debilidad 
manifiesta ante el resto de la sociedad, cuentan con normas que ha expedido el 
Congreso de la Republica, quien ha promulgado diversas leyes, a las cuales haremos 
referencia en orden cronológico, no sin antes hacer mención, a la norma por esencia 
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más relevante en la protección de personas con limitaciones, la Ley 361 del 7 de 
febrero de 1997, “Por la cual se establecen mecanismos de integración social de la 
personas con limitación y se dictan otras disposiciones”.  
La Ley 361 en el artículo primero, señala los principios que orientan esta herramienta 
legal:   
 
“Los principios que inspiran la presente Ley, se fundamentan en los 
artículos 13, 47, 54 y 68 que la Constitución Nacional reconocen en 
consideración a la dignidad que le es propia a las personas con 
limitación en sus derechos fundamentales, económicos, sociales y 
culturales para su completa realización personal y su total integración 
social y a las personas con limitaciones severas y profundas, la 
asistencia y protección necesarias2. 
 
El texto señalado en negrita, nos muestra la realización de acciones afirmativas y de 
discriminación positiva, siendo entendidas estas, de acuerdo a la Corte Constitucional, 
en su: Sentencia de Constitucionalidad C-293 de 2010, de la siguiente forma: 
 
“todas aquellas medidas, políticas o decisiones públicas a través de las 
cuales se establece un trato ventajoso, y en cuanto tal formalmente 
desigual, que favorece a determinadas personas o grupos humanos 
tradicionalmente marginados o discriminados, con el único propósito de 
avanzar hacia la igualdad sustancial de todo el conglomerado social.  
 
(…)  comprende medidas de carácter legislativo, ejecutivo, e incluso 
decisiones judiciales.  
 
(…). Acciones de discriminación positiva, que si bien en algunos casos 
se confunden con el concepto mismo de acción afirmativa, son en 
realidad una especie de esta última. Las acciones de discriminación 
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positiva tienen lugar en un contexto de distribución y provisión de bienes 
públicos escasos, tales como puestos de trabajo, cargos públicos de alto 
nivel, cupos educativos o incluso, selección de contratistas del Estado. 
En todos los casos la implementación de una acción afirmativa conlleva 
costos o cargas, que deben ser razonables, y que frecuentemente se 
diseminan y son asumidos por la sociedad como conjunto. Sin embargo, 
debe resaltarse que en el caso de las acciones de discriminación 
positiva, la carga puede recaer de manera exclusiva sobre personas 
determinadas. 
 
 
Acciones Afirmativas. Previstas en la Constitución de 1991 
 
 En Colombia, si bien existen normas anteriores a 1991 que podrían ser 
entendidas como acciones afirmativas, este concepto gana espacial notoriedad 
sobre todo a partir de la entrada en vigencia de la nueva Constitución Política, 
cuyo artículo 13 resalta el deber del Estado de promover las condiciones para 
que la igualdad sea real y efectiva y adoptar medidas a favor de los grupos 
discriminados o marginados. El texto superior contiene además otras 
disposiciones que de manera específica plantean el mismo mandato frente a 
colectividades específicas, entre ellas los artículos 43 a favor de las mujeres, 
47 a favor de las personas discapacitadas y 171 y 176 sobre circunscripciones 
especiales para determinados grupos étnicos para la elección del Senado y la 
Cámara de Representantes. A partir de estas pautas, la Corte Constitucional se 
ha ocupado con frecuencia del tema, tanto en decisiones de constitucionalidad 
sobre la exequibilidad de medidas legislativas de este tipo o su eventual 
omisión como en decisiones de tutela en las que se ordena adelantar acciones 
concretas o abstenerse de afectar de manera negativa a grupos o personas 
merecedoras de especial protección constitucional.  
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También podemos remitirnos al artículo cuarto de la ley en mención, que establece lo 
siguiente:  
“Las ramas del poder público pondrán a disposición todos los recursos 
necesarios para el ejercicio de los derechos a que se refiere el artículo 1 de la 
presente ley, siendo obligación ineludible del Estado la prevención, los 
cuidados médicos y sicológicos, la habilitación y la rehabilitación adecuadas, la 
educación apropiada, la orientación, la integración laboral, la garantía de los 
derechos fundamentales económicos, culturales y sociales.  
Para estos efectos estarán obligados a participar para su eficaz realización, la 
administración central el sector descentralizado, las administraciones 
departamentales, distritales y municipales, todas las corporaciones públicas y 
privadas del país”. 
En este se evidencian las obligaciones que recaen en cada uno de los diferentes 
actores tanto públicos como privados, en la protección, garantía y realización de los 
postulados prescritos en la Ley, aunque en la realidad, la interpretación y la aplicación 
de estas obligaciones, se han desviado hacia otro tipo de situaciones, las cuales, dejan 
de representar así la protección de los derechos de las personas que se hallan en 
condición especial, objeto de la norma, dicha situación, permite a su vez descubrir, 
como partiendo de este articulo, se genera una de las problemáticas en la temática que 
se encuentra bajo estudio, y que será desarrollado de una manera más amplia, en el 
acápite de las conclusiones.  
Sin embargo, en la medida, que se avanza con la revisión de la norma frente al 
escenario actual, no deja de sorprender, como la inequidad y la pasividad estatal se 
evidencian. Para la muestra el artículo quinto, que reza: 
“Las personas con limitación deberán aparecer calificadas como tales 
en el carné de afiliado al Sistema de Seguridad en Salud, ya sea el 
régimen contributivo o subsidiado. Para tal efecto las empresas 
promotoras de salud deberán consignar la existencia de la respectiva 
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limitación en el carné de afiliado, para lo cual solicitarán en el 
formulario de afiliación la información respectiva y la verificación a 
través de diagnóstico médico en caso de que dicha limitación no sea 
evidente. 
Dicho carné especificará el carácter de persona con limitación y el 
grado de limitación moderada, severa o profunda de la persona. Servirá 
para identificarse como titular de los derechos establecidos en la 
presente Ley.  
(…) 
El texto subrayado, fue declarado  EXEQUIBLE mediante Sentencia de la Corte 
Constitucional C - 606 de 2012, bajo el entendido, que: "el carné servirá para 
identificarse como titular de los derechos establecidos en la presente Ley" debe ser 
entendida como una medida de acción afirmativa que, en el contexto de la Ley 361 de 
1997 está provista de dos finalidades específicas: (i) visibilizar a la población en 
situación de discapacidad y facilitar el ejercicio de sus derechos al hacer más expedita 
la acreditación de la situación de discapacidad en diferentes contextos y (ii) facilitar el 
goce efectivo de los derechos y privilegios contenidos en la Ley 361 de 1997”. 
En la actualidad, las Empresas Promotoras de Salud,  no expiden carné de afiliación, 
además, la condición de las personas con limitación física, no es reconocida, por más 
evidente que sea la limitación, viéndose este tipo de personas, obligadas a solicitar la 
valoración correspondiente, y calificación como tal, para el posterior reconocimiento de 
sus derechos. Lo anterior, se considera una barrera en el reconocimiento y efectividad 
de los derechos de estas personas, siendo ineficaz, no solo la consignación de su 
estado en el carné, sino el grado de la limitación que se posee. 
El capítulo IV dentro del cual se ubica el artículo 26 de la Ley 361 de 1997, enfatiza en 
la integración laboral señalando diversos aspectos, los cuales se deben revisar de 
acuerdo a la etapa en que se encuentre la relación laboral, es decir: En etapa de 
selección del candidato, ejecución del contrato cuando sobrevienen  episodios de salud 
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y se debe reubicar (Artículos 4 y 8 de la Ley 776 de 2002), y capacitar al trabajador, o 
en la terminación de la relación respecto de la estabilidad laboral reforzada “Fuero de 
Salud”,  en los siguientes términos:  
Artículo 26. (…) “ninguna persona limitada podrá ser despedida o su contrato terminado 
por razón de su limitación, salvo que medie autorización de la oficina de Trabajo”.  
Es preciso manifestar, que el Decreto 19 de 2012, en su artículo  137, modifico 
parcialmente, lo señalado en el Artículo 26, en lo que respecta a:  
“No discriminación a persona en situación de discapacidad. En 
ningún caso la limitación de una persona, podrá ser motivo para 
obstaculizar una vinculación laboral, a menos que dicha limitación sea 
claramente demostrada como incompatible e insuperable en el cargo 
que se va a desempeñar. Así mismo, ninguna persona limitada podrá 
ser despedida o su contrato terminado por razón de su limitación, salvo 
que medie autorización del Ministerio del Trabajo. 
Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, no se requerirá de 
autorización por parte del Ministerio del Trabajo cuando el trabajador 
limitado incurra en alguna de las causales establecidas en la ley como 
justas causas para dar por terminado el contrato, Siempre se 
garantizará el derecho al debido proceso. 
No obstante, quienes fueren despedidos o su contrato terminado por 
razón de su limitación, sin el cumplimiento del requisito previsto en el 
inciso primero del presente artículo, tendrán derecho a una 
indemnización equivalente a ciento ochenta (180) días del salario, sin 
perjuicio de las demás prestaciones e indemnizaciones a que hubiere 
lugar de acuerdo con el Código Sustantivo del Trabajo y demás normas 
que lo modifiquen, adicionen, complementen o aclaren", 
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Sin embargo, el texto subrayado fue declarado inexequible por la Corte Constitucional 
mediante Sentencia C-744 de 2012, por el cargo de exceso en el ejercicio de las 
facultades extraordinarias. 
A su vez, es necesario puntualizar la injerencia de otras normas, en el desarrollo de 
este tema como son: 
El Decreto 2351 de 1965. Artículo 16. Reinstalación en el empleo. 1. Al 
terminar el período de incapacidad temporal, los patronos están 
obligados: 
  
a) A reinstalar a los trabajadores en los cargos que desempeñaban si 
recuperan su capacidad de trabajo. La existencia de una incapacidad 
parcial no será obstáculo para la reinstalación, si los dictámenes 
médicos determinan que el trabajador puede continuar desempeñando 
el trabajo; 
  
b) A proporcionar a los trabajadores incapacitados parcialmente un 
trabajo compatible con sus aptitudes, para lo cual deberán efectuar los 
movimientos de personal que sean necesarios. 
  
2. El incumplimiento de estas disposiciones se considerará como un 
despido injustificado. 
En este antecedente normativo, incluso previo a la Constitución Política de 1991, se 
observa, como se preveía, la protección del trabajador ante las contingencias de salud 
que pudieran colocar en riesgo su estabilidad en el trabajo, o la continuidad en las 
labores. 
Situación que fue luego recogida por la Ley 776 de 2002, “por la cual se dictan normas 
sobre la organización, administración y prestaciones del Sistema General de Riesgos 
Laborales, en sus artículos 4º y 8º: 
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“REINCORPORACIÓN AL TRABAJO. Al terminar el período de 
incapacidad temporal, los empleadores están obligados, si el trabajador 
recupera su capacidad de trabajo, a ubicarlo en el cargo que 
desempeñaba, o a reubicarlo en cualquier otro para el cual esté 
capacitado, de la misma categoría”. 
“REUBICACIÓN DEL TRABAJADOR. Los empleadores están 
obligados a ubicar al trabajador incapacitado parcialmente en el cargo 
que desempeñaba o a proporcionarle un trabajo compatible con sus 
capacidades y aptitudes, para lo cual deberán efectuar los movimientos 
de personal que sean necesarios”.  
No se puede pasar por alto, en esta breve reseña normativa, anterior a 1991, citar el 
Decreto 2177 de 1989. Por el cual se desarrolla la ley 82 de 1988, aprobatoria del 
convenio numero 159, suscrito con la Organización Internacional del Trabajo -OIT, 
sobre readaptación profesional y el empleo de personas invalidas, en la que se 
aprecian aspectos como el principio de igualdad de oportunidades, y derechos 
laborales a las personas inválidas física, mental o sensorialmente, lo que se puede 
considerar como el antecedente legal, de la Ley 361 de 1997. 
El Decreto 2463 DE 2001, "Por el cual se reglamenta la integración, financiación y 
funcionamiento de las juntas de calificación de invalidez". 
Estipulaba en su Artículo 7º,  los Grado de severidad de las limitaciones. En desarrollo 
del artículo 5º de la Ley 361 de 1997, bajo el siguiente orden:  
“las entidades promotoras de salud y administradoras del régimen 
subsidiado, deberán clasificar el grado de severidad de la limitación, 
así: Limitación moderada, aquella en la cual la persona tenga entre el 
15% y el 25% de pérdida de la capacidad laboral; limitación severa 
aquella que sea mayor al 25% pero inferior al 50% de pérdida de la 
capacidad laboral y limitación profunda, cuando la pérdida de la 
capacidad laboral sea igual o mayor al 50%.” 
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Sin embargo, y como ya se había mencionado, a través del artículo 61 del Decreto 
1352 de 2013, por el cual se reglamenta la organización y funcionamiento de las Juntas 
de Calificación de Invalidez, y se dictan otras disposiciones., derogo las disposiciones 
que le fueran contrarias, especialmente el Decreto número 2463 de 2001 a excepción 
de los incisos 1o y 2o de su artículo 5º e inciso 2o y parágrafos 2o y 4o de su artículo 
6º. 
Este Decreto, no regulo ni tuvo en cuenta en su articulado lo correspondiente a la 
clasificación del grado de severidad de las limitaciones enunciadas en el artículo 1 de la 
ley 361 de 1997, pues el Decreto 1352 de 2013 tiene relación directa con Riesgos 
Profesionales, que las rige normas diferentes a las de origen común, que son las que 
aplican para el presente estudio, dejando en incertidumbre  a las entidades encargadas 
de realizar dicha valoración, sin fundamento jurídico que determine los grados de 
limitación. 
Adicionalmente, y una vez verificado el articulado del Manual Único de Calificación de 
invalidez (M.U.C.I), Decreto 917 de 1999, “Por el cual se modifica el Decreto 692 de 
1995”, vigente. Tenemos, que este carece de regulación que ayude a determinar lo 
correspondiente a las limitaciones, desarrollando en si lo que hace parte de la 
calificación de invalidez, bajo los criterios de deficiencia, discapacidad y minusvalía.   
La Ley 776 de 2002, “Por la cual se dictan normas sobre la organización, 
administración y prestaciones del Sistema General de Riesgos Laborales”. En el 
artículo 2º, nos señala un concepto de incapacidad, como la concebida, por una 
enfermedad o lesión aguda que genere un impedimento para el desempeño de la 
capacidad laboral del afiliado al Sistema General de Riesgos Laborales, por un tiempo 
definido. 
En la Ley 1346 de 2009, “Por medio de la cual se aprueba la "Convención sobre los 
Derechos de las personas con Discapacidad", adoptada por la Asamblea General de la 
Naciones Unidas el 13 de diciembre de 2006”. 
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Se avizora, en su artículo 27, bajo el titulo “trabajo y empleo”, una serie de medidas 
encaminadas a la protección de las personas con discapacidad, en aras de garantizar 
la protección del derecho a la igualdad, evitando la discriminación en todas las etapas 
de la relación laboral, permitiendo la libertad de elección del empleo, exhortando la 
promulgación de normas que amparen aun mas a este grupo poblacional, evitar el 
acoso, brindar condiciones de igualdad en la remuneración, con condiciones de trabajo 
seguras y saludables, brindando capacitación, formación, promoción y oportunidades 
de rehabilitación.   
Tenemos a su vez, que la Ley 1618 de 2013, a través del artículo 13, estipula, otra 
serie de garantías a las personas discapacitadas a fin de constituir con mayor amplitud, 
el catálogo de derechos de dicha comunidad, trayendo consigo, obligaciones a las 
entidades públicas, definiendo unas cuotas mínimas de personal discapacitado en sus 
plantas, tratando de ofrecer incentivos para las empresas privadas que vinculen 
personal discapacitado, como puntajes adicionales y preferencias de selección en los 
procesos de contratación pública, la inclusión obligatoria de una cantidad amplia y 
determinada de personas, a los procesos de formación dictados por el Servicio 
Nacional de Aprendizaje SENA.  
Siendo hasta aquí, el ultimo antecedente normativo que regula lo propio frente a este 
grupo poblacional, que ocupa nuestra atención. 
A lo largo de esta revisión normativa, ha llamado poderosamente la atención, la 
dispersión conceptual de diversos aspectos o denominaciones, situación que a su vez 
genera dificultades  en la interpretación, de las cuales se enunciaran algunas de estas: 
"Persona inválida" toda persona cuyas posibilidades de obtener y conservar un 
empleo adecuado y de progresar en el mismo queden substancialmente reducidas a 
causa de una deficiencia de carácter físico o mental debidamente reconocida. 
Esta denominación, la encontramos en la Ley 82 de 1988, "Por medio de la cual se 
aprueba el Convenio 159 sobre la readaptación profesional y el empleo de personas 
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inválidas, adoptado por la Conferencia General de la Organización Internacional del 
Trabajo en su 69a. reunión, Ginebra, 1983". 
El Decreto 2177 de 1989, mantiene este mismo concepto, con la diferencia, que incluye 
la deficiencia sensorial.  
Para la ley 100 de 1993, "Por la cual se crea el sistema de seguridad social integral y 
se dictan otras disposiciones". En el artículo 38 indica: “Para los efectos del presente 
capítulo se considera inválida la persona que por cualquier causa de origen no 
profesional, no provocada intencionalmente, hubiere perdido el 50% o más de su 
capacidad laboral”. 
A través del Manual Único de Calificación de Invalidez M.U.C.I, promulgado por medio 
del Decreto 917 de 1999, y al ser esta la herramienta de mayor utilidad en materia 
medica, para la valoración y calificación de cualquier tipo de afectación en las 
condiciones de salud de una persona, trae los conceptos de discapacidad, como “toda 
restricción o ausencia (debida a una deficiencia) de la capacidad de realizar una 
actividad en la forma o dentro del margen que se considera normal para un ser 
humano. Su calificación máxima dentro de la sumatoria total de invalidez será del 
20%”. 
Esta concepción, también ha sido desarrollada de la siguiente manera: “Situación de 
discapacidad: Conjunto de condiciones ambientales, físicas, biológicas, culturales y 
sociales, que pueden afectar la autonomía y la participación de la persona, su núcleo 
familiar, la comunidad y la población en general en cualquier momento relativo al ciclo 
vital, como resultado de las interacciones del individuo con el entorno. 
Persona con discapacidad: Es aquella que tiene limitaciones o deficiencias en su 
actividad cotidiana y restricciones en la participación social por causa de una condición 
de salud, o de barreras físicas, ambientales, culturales, sociales y del entorno 
cotidiano. Esta definición se actualizará, según las modificaciones que realice la 
Organización Mundial de la Salud, OMS, dentro de la Clasificación Internacional de 
Funcionalidad, CIF.” (Artículo 2 de la Ley 1145 de 2007). 
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Para la Ley 1618, se define así: “Personas con y/o en situación de 
discapacidad: Aquellas personas que tengan deficiencias físicas, mentales, 
intelectuales o sensoriales a mediano y largo plazo que, al interactuar con diversas 
barreras incluyendo las actitudinales, puedan impedir su participación plena y efectiva 
en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás. 
Retomando, el M.U.C.I de 1999, define: 
 
Minusvalía: Como “una situación desventajosa para un individuo determinado, 
consecuencia de una deficiencia o de una discapacidad, que limita o impide el 
desempeño de un rol que es normal en su caso (en función de la edad, sexo, factores 
sociales y culturales). Su calificación máxima dentro de la sumatoria total de invalidez 
será del 30%. 
Deficiencia, toda perdida o anormalidad de una estructura o función psicológica, 
fisiológica o anatómica, que pueden ser temporales o permanentes, entre las que se 
incluyen la existencia o aparición de una anomalía, defecto o pérdida producida en un 
miembro, órgano, tejido u otra estructura del cuerpo humano, incluidos los sistemas 
propios de la función mental. 
Representa la exteriorización de un estado patológico y en principio refleja 
perturbaciones a nivel del órgano. (Decreto 692 de 1995 M.U.C.I, derogado por el 
Decreto 917 de 1999). 
Vale la pena señalar, que es necesario, la búsqueda de otra fuente del derecho distinta 
a la legal, pues ya como se ha visto, no existe otra herramienta que permita realizar la 
valoración necesaria para el cumplimiento de las garantías y derechos establecidos en 
el artículo 5 de la Ley 361, quedando esta por regular por parte del ejecutivo, para el 
desarrollo, ampliación, modernización y efectividad de lo señalado por dicha Ley. 
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CAPÍTULO II 
2. Antecedentes Constitucionales de Protección Especial de las Personas 
Discapacitadas con estabilidad laboral reforzada. 
La Constitución Política de 1991, desde el preámbulo, plantea entre sus fines, asegurar 
a los integrantes la vida, el trabajo, la justicia, la igualdad, con un orden político, 
económico y social justo; preceptuando en su artículo primero la condición de estado 
social de derecho para Colombia, fundado en el respeto de la dignidad humana, el 
trabajo y la solidaridad de quienes integramos o hacemos parte de este país, 
desarrollando posteriormente, un listado de derechos de altísimo nivel, elevado a la 
categoría de fundamentales, los cuales gozan a su vez de herramientas jurídicas 
asequibles y de alta eficacia que llevan a la protección y garantía de estos, como es el 
caso de la acción de tutela. 
Entre el catalogo de derechos fundamentales que podemos verificar, tienen una 
relación o vínculo directo con los derechos de las personas limitadas, disminuidas, 
minusválidas, inválidas, y/o discapacitadas,  los siguientes: A la vida (Articulo 11 C.P). 
A la igualdad (artículo 13) “(…) el estado protegerá especialmente aquellas personas 
que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancias de 
debilidad manifiesta”, no siendo posible continuar, sin señalar, que este derecho 
principio, se convierte en una de las mayores garantías que posee el estado social de 
derecho, relacionado con las personas en condición de debilidad.  Al trabajo,  como 
derecho y como obligación social, gozando de protección especial por parte del estado, 
buscando promover condiciones dignas y justas (Articulo 25 C.P). 
En el artículo 47 Constitucional, se prescribe por parte del estado, una política de 
previsión, rehabilitación, e integración social para los disminuidos físicos, sensoriales y 
psíquicos.   
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También, se aprecia en los artículos subsiguientes, 48, 49, 53 y 93, entre otros, el 
establecimiento de una serie de principios mínimos fundamentales, relacionados con el 
trabajo, como son el de irrenunciabilidad de los beneficios mínimos, estabilidad en el 
empleo, favorabilidad, in dubio pro operario, prima facie y seguridad social,  los 
servicios de promoción, protección, y recuperación de la salud. 
Aunque este capítulo trata los antecedentes constitucionales de personas con 
estabilidad laboral reforzada, consideramos importante incluir en este antecedente lo 
dispuesto en el Artículo 333, que tiene relación con uno de los actores principales en la 
problemática que ha orientado el desarrollo de la presente investigación, esto es: La 
Empresa, en su calidad de empleador, artículo que transcribimos a continuación:  
“Artículo 333 - La actividad económica y la iniciativa privada son libres, dentro de los 
límites del bien común. Para su ejercicio, nadie podrá exigir permisos previos ni 
requisitos, son autorización de la ley. 
La libre competencia económica es un derecho de todos que supone 
responsabilidades. 
La empresa, como base del desarrollo, tiene una función social que implica 
obligaciones. El Estado fortalecerá las organizaciones solidarias y estimulará el 
desarrollo empresarial. 
El Estado, por mandato de la ley, impedirá que se obstruya o se restrinja la libertad 
económica y evitará o controlará que personas o empresas hagan de su posición 
dominante en el mercado nacional. 
La ley delimitará el alcance de la libertad económica cuando así lo exijan el interés 
social, el ambiente y el patrimonio cultural de la Nación.” 
La Sentencia C-263 de 2011 de la Corte Constitucional, refiere los alcances de las 
libertades económicas en la Constitución de 1991, aparte que transcribimos a 
continuación: 
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“La Constitución de 1991, especialmente al adoptar un modelo de Estado Social 
de Derecho, introdujo un modelo de economía social de mercado en el que, de 
un lado, se admite que la empresa es motor de desarrollo social (artículo 333 
superior), por esta vía, se reconoce la importancia de una economía de mercado 
y de la promoción de la actividad empresarial, pero por otro, se asigna al Estado 
no sólo la facultad sino la obligación de intervenir en la economía con el fin de 
remediar las fallas del mercado y promover el desarrollo económico y social 
(artículos 333, 334 y 335 constitucionales). 
 
La intervención del Estado en la economía busca entonces conciliar los intereses 
privados presentes en la actividad empresarial, con el interés general involucrado 
en el buen funcionamiento de los mercados para lograr la satisfacción de las 
necesidades de toda la población en condiciones de equidad. En este sentido, el 
artículo 334 de la Carta dispone que el Estado intervendrá en la economía para 
racionalizarla “(…) con el fin de conseguir el mejoramiento de la calidad de vida 
de los habitantes, la distribución equitativa de las oportunidades y los beneficios 
del desarrollo y la preservación de un ambiente sano”. 
 
“Uno de los elementos más importantes de este modelo es el reconocimiento de 
libertades económicas en cabeza de los individuos, entendidas como “(…) la 
facultad que tiene toda persona de realizar actividades de carácter económico, 
según sus preferencias o habilidades, con miras a crear, mantener o incrementar 
su patrimonio” En este sentido, el artículo 333 de la Constitución dispone (i) que 
la actividad económica y la iniciativa privada son libres dentro de los límites del 
bien común, (ii) que “la libre competencia es un derecho de todos” y (iii) que 
para el ejercicio de estas libertades “nadie podrá exigir permisos previos ni 
requisitos, sin autorización de la ley”.  
 
“La Corte ha sostenido que el artículo 333 reconoce dos tipos de libertades: la 
libertad de empresa y la libre competencia.  
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La libertad de empresa comprende la facultad de las personas de “(…) afectar o 
destinar bienes de cualquier tipo (principalmente de capital) para la realización 
de actividades económicas para la producción e intercambio de bienes y 
servicios conforme a las pautas o modelos de organización típicas del mundo 
económico contemporáneo con vistas a la obtención de un beneficio o ganancia”.  
Esta libertad comprende, entre otras garantías, (i) la libertad contractual, es 
decir, la capacidad de celebrar los acuerdos que sean necesarios para el 
desarrollo de la actividad económica; (ii) la libre iniciativa privada”. 
 
Uno de los actores en el derecho a la estabilidad laboral reforzada, es el empleador, 
quien de acuerdo con lo dispuesto en el artículo señalado, y por reconocimiento 
expreso de la Corte Constitucional también le asisten derechos reconocidos en la 
Constitución Política.  
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CAPÍTULO III 
 
Derecho a la estabilidad laboral reforzada según criterio de la Corte 
Constitucional y Corte Suprema de Justicia desde el punto de vista 
jurisprudencial. 
 
La Corte  Constitucional, y la Corte Suprema de Justicia, en la jurisprudencia emitida 
sobre el derecho a la estabilidad laboral reforzada, han tomado como referencia los 
derechos a la igualdad, equidad, los principios de progresividad y no regresividad en 
relación con las personas limitadas, desde el punto de vista jurisprudencial. 
 
3.1 Jurisprudencia de la Corte Constitucional:  
 
En diferentes sentencias, la Corte Constitucional ha ratificado que toda persona que 
sufre una disminución en su estado de salud durante el transcurso del contrato laboral, 
debe considerarse en situación de debilidad manifiesta, y por lo tanto se encuentra 
amparada por el derecho a la estabilidad laboral reforzada, tal como se puede observar 
en los apartes de las siguientes sentencias:  
 
Sentencia T-754/12: “Aquellos trabajadores que sufren una disminución en su 
estado de salud durante el transcurso del contrato laboral, deben ser 
consideradas como personas que se encuentran en situación de debilidad 
manifiesta, razón por la cual frente a ellas también procede la llamada estabilidad 
laboral reforzada, por la aplicación inmediata de la Constitución. La protección 
legal opera por el sólo hecho de encontrarse la persona dentro de la categoría 
protegida, consagrando las medidas de defensa previstas en la ley. Por su parte, 
el amparo constitucional de las personas en circunstancia de debilidad manifiesta 
permite al juez de tutela identificar y ponderar un conjunto más o menos amplio y 
variado de elementos fácticos para deducir la ocurrencia de tal circunstancia y le 
da un amplio margen de decisión para proteger el derecho fundamental 
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amenazado o restablecerlo cuando hubiera sido vulnerado. En materia laboral, la 
protección especial de quienes por su condición física están en circunstancia de 
debilidad manifiesta se extiende también a las personas respecto de las cuales 
esté probado que su situación de salud les impide o dificulta sustancialmente el 
desempeño de sus labores en las condiciones regulares, sin necesidad de que 
exista una calificación previa que acredite su condición de discapacitados o de 
invalidez (…)”.(Negrilla fuera del texto) 
  
En concordancia con lo anterior, la Corte en la Sentencia T- 642 de 20101, al revisar el 
asunto de una persona a quien su empleador dio por terminado su contrato de trabajo 
por haber superado los 180 días por incapacidad no profesional, sostuvo que:  
  
“Así, en aplicación del derecho a la estabilidad laboral reforzada, el 
trabajador que se encuentre en una situación de debilidad manifiesta 
como resultado del deterioro de su estado de salud, tiene derecho a 
permanecer en su lugar de trabajo hasta que se configure una causal 
objetiva que amerite la desvinculación laboral, previamente verificada 
por el inspector de trabajo o la autoridad que haga sus veces. 
  
En virtud de lo anterior, si el juez constitucional logra establecer que el 
despido o la terminación del contrato de trabajo de una persona cuya 
salud se encuentra afectada seriamente se produjo sin la autorización 
de la autoridad del trabajo, deberá presumir que la causa de 
desvinculación laboral es la circunstancia de debilidad e indefensión 
del trabajador y, por tanto, concluir que se causó una grave afectación 
de los derechos fundamentales del accionante. Así, el juez deberá 
conceder el amparo invocado, declarar la ineficacia del despido y 
ordenar su reintegro a un cargo acorde con su situación 
especial. (Subrayado fuera de texto). 
  
                                                          
1
 M.P. Luis Ernesto Vargas Silva. 
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 En suma, en virtud del derecho a la estabilidad laboral reforzada, el 
trabajador que se encuentre en una situación de debilidad manifiesta 
como resultado de la grave afectación de su salud, tiene derecho a 
conservar su trabajo, a no ser despedido en razón de su situación de 
vulnerabilidad y a permanecer en él hasta que se configure una causal 
objetiva que amerite su desvinculación laboral, previa verificación y 
autorización de la autoridad laboral correspondiente. En tal sentido, 
para efectos del fallo de tutela, el despido que se produzca sin el lleno 
de los requisitos legales y jurisprudenciales será ineficaz y, por tanto, 
el juez de amparo deberá conceder la protección invocada y ordenar el 
reintegro del trabajador a un cargo acorde con su estado de salud”. 
  
Siguiendo esta línea jurisprudencial, el Alto Tribunal en Sentencia T- 415 de 20112, 
estudió el caso de una persona a quien pese a habérsele dictaminado pérdida de 
capacidad laboral parcial permanente inferior al 50%, fue desvinculada de su trabajo 
sin la autorización previa del Ministerio de la Protección Social, sostuvo que los 
trabajadores que tengan una afectación en la salud, están en circunstancia de 
debilidad manifiesta, y por tanto, tienen derecho a la estabilidad laboral reforzada. En 
palabras del Alto Tribunal: 
  
“La jurisprudencia de la Corte Constitucional ha señalado que los 
trabajadores que puedan catalogarse como (i) inválidos, (ii) 
discapacitados, (iii) disminuidos físicos, síquicos o sensoriales, y (iv) en 
general todos aquellos que (a) tengan una afectación en su salud; (b) 
esa circunstancia les “impida[a] o dificulte sustancialmente el 
desempeño de sus labores en las condiciones regulares”, y (c) se tema 
que, en esas condiciones particulares, pueden ser discriminados por 
ese solo hecho, están en circunstancias de debilidad manifiesta y, por 
tanto, tienen derecho a la “estabilidad laboral reforzada. 
  
                                                          
2
 M.P. María Victoria Calle Correa. 
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Pues bien, quienes sean titulares del derecho a la estabilidad laboral 
reforzada se benefician de dos normas de carácter fundamental, 
vinculadas por la jurisprudencia de la Corte Constitucional a las 
garantías de la Carta: en primer lugar, de la prohibición que pesa sobre 
el empleador de despedir o terminarle su contrato a una “persona 
limitada, por razón de su limitación, salvo que medie autorización de la 
oficina de Trabajo”; y, en segundo lugar, de la obligación del juez de 
presumir el despido discriminatorio, cuando una persona en 
circunstancias de debilidad manifiesta es desvinculada del empleo sin 
autorización de la oficina del trabajo. 
  
En consecuencia, cuando se comprueba que el empleador (a) 
desvinculó a un sujeto titular del derecho a la estabilidad laboral 
reforzada sin solicitar la autorización de la oficina del trabajo, y (b) que 
no logró desvirtuar la presunción de despido discriminatorio, entonces 
el juez que conoce del asunto tiene el deber prima facie de reconocer a 
favor del trabajador: (i) en primer lugar, la ineficacia de la terminación 
del despido laboral (con la consiguiente causación del derecho prima 
facie del demandante a recibir todos los salarios y prestaciones 
sociales dejadas de recibir en el interregno); (ii) en segundo lugar, el 
derecho a ser reintegrado a un cargo que ofrezca condiciones iguales 
o similares que las del cargo desempeñado por él hasta su 
desvinculación, y en el cual no sufra el riesgo de empeorar su estado 
de salud, sino que esté acorde con sus condiciones; (iii) en tercer 
lugar, el derecho a recibir capacitación para cumplir con las tareas de 
su nuevo cargo, si es el caso (art. 54, C.P.); (iv) en cuarto lugar, el 
derecho a recibir “una indemnización equivalente a ciento ochenta días 
del salario, sin perjuicio de las demás prestaciones e indemnizaciones 
a que hubiere lugar de acuerdo con el Código Sustantivo del Trabajo y 
demás normas que lo modifiquen, adicionen, complementen o aclaren” 
(art. 26, inc. 2°, Ley 361 de 1997)”.  
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Conforme a lo anterior, la Sala concluye que el derecho a la estabilidad laboral 
reforzada cobija a los trabajadores en situación de discapacidad, a los aforados, a las 
mujeres embarazadas y a todos los que se encuentren en una situación de debilidad 
manifiesta como consecuencia de la grave afectación de su estado de salud. En efecto, 
dicho derecho conlleva la garantía de mantenerse en el empleo o a ser reubicado en el 
que se venía desempeñando, o en uno conforme a su estado de salud, y a una 
indemnización equivalente a ciento ochenta días del salario, sin perjuicio de las demás 
prestaciones e indemnizaciones a que hubiere lugar.” 
 
Sentencia T-018/13 
 
Para el caso de los discapacitados el sustento normativo de esa protección especial se 
encuentra en los principios del estado social de derecho3, la igualdad material4 y la 
solidaridad social. Estos mandatos de optimización establecen que el Estado tiene la 
obligación constitucional de adoptar medidas en favor de grupos vulnerables y 
personas en condición de debilidad manifiesta. 
  
La estabilidad laboral reforzada ha sido definida como “la permanencia en el empleo 
del discapacitado luego de haber adquirido la respectiva limitación física, sensorial o 
sicológica, como medida de protección especial y en conformidad con su capacidad 
laboral”5. Al mismo tiempo esta garantía implica que el empleador tiene la obligación de 
reubicar al trabajador discapacitado “en un puesto de trabajo que le permita maximizar 
su productividad y alcanzar su realización profesional6. Ello significa que el núcleo 
                                                          
3
 Constitución Política, artículo 1º:  “Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de República unitaria, 
descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de 
la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general”. 
 
4Artículo 13. (…)“[Inciso 2º] El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en 
favor de grupos discriminados o marginados. [Inciso 3º] El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su 
condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos 
que contra ellas se cometan”. 
 
5
 Sentencia C-531 de 2000 M.P. Álvaro Tafur Galvis. 
 
6
 Sentencia  T-111-2012 M.P. María Victoria Calle Correa 
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esencial del referido derecho en los discapacitados no se agota en el permiso de la 
autoridad de trabajo correspondiente, por el contrario el empleador también está 
obligado a intentar la reubicación de la persona en un cargo de acuerdo a su estado de 
salud7. 
  
En desarrollo de lo anterior, el legislador expidió la Ley 361 de 1997 a través de la cual 
se establecen mecanismos de integración social de las personas con limitaciones. El 
artículo 26 de la norma en comento regula la estabilidad laboral reforzada en personas 
discapacitadas. De ahí que establece para el empleador la prohibición de despedir o 
terminar los contratos de trabajo en razón de la limitación que sufra el trabajador, salvo 
que medie autorización de la oficina del trabajo. Según la literalidad de la disposición, 
quienes procedan en forma contraria a ella, estarán obligados al pago de una 
indemnización equivalente a ciento ochenta días de salario, sin perjuicio de las demás 
prestaciones e indemnizaciones a las que hubiere lugar de conformidad con el Código 
Sustantivo del Trabajo y demás normas que lo modifiquen, adicionen o complementen. 
  
En sentencia C-531 de 2000, esta Corte declaró la constitucionalidad condicionada 
del inciso segundo del artículo 26 de la ley 361 de 1997, “es decir, el aparte que 
ordena el pago de la indemnización mencionada, sentando los siguientes criterios de 
interpretación conforme a la Constitución, del aparte normativo demandado: (i) el 
despido de una persona por razón de discapacidad es absolutamente ineficaz; (ii) en 
consecuencia, si este se produce, corresponde al juez ordenar el reintegro del 
afectado. (iii) La indemnización correspondiente a 180 días de salario constituye una 
sanción por el desconocimiento de la prohibición de despido de personas con 
                                                          
7
 En la sentencia T-1040 de 2001 M.P.  Rodrigo Escobar Gil se adujo que: “en efecto, el alcance del derecho a ser reubicado por 
condiciones de salud tiene alcances diferentes dependiendo del ámbito en el cual opera el derecho.  Para tales efectos resultan 
determinantes al menos tres aspectos que se relacionan entre sí: 1) el tipo de función que desempeña el trabajador, 2) la 
naturaleza jurídica y 3) la capacidad del empleador.  Si la reubicación desborda la capacidad del empleador, o si impide o 
dificulta excesivamente el desarrollo de su actividad o la prestación del servicio a su cargo, el derecho a ser reubicado debe 
ceder ante el interés legítimo del empleador.  Sin embargo, éste tiene la obligación de poner tal hecho en conocimiento del 
trabajador, dándole además la oportunidad de proponer soluciones razonables a la situación”. 
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discapacidad8, y de las normas constitucionales previamente citadas (artículos 1º, 13 
y 54), pero no comporta la validación del despido”9.      
  
Vale aclarar que el artículo 26 de la Ley 361 de 1997 fue modificado por el artículo 137 
del Decreto ley 19 de 2012. Esta norma revocó el permiso del Ministerio del Trabajo 
que requería el empleador para despedir a las personas discapacitadas, en las 
hipótesis en que existiera justa causa para terminar el contrato laboral10. No obstante, 
la Sala Plena de la Corte declaró esta norma inexequible por medio de la sentencia C-
744 de 201211porque el Presidente de la República al regular los requisitos para el 
despido de los trabajadores discapacitados extralimitó las facultades otorgadas por la 
ley 1471 de 2011, que exclusivamente consistieron en suprimir o reformar 
regulaciones, procedimientos y trámites innecesarios, existentes en las gestiones 
públicas, que antes que ser útiles, retardan las actuaciones y desgastan a los 
interesados y a las propias autoridades. 
  
Esta Corporación advirtió que la estabilidad laboral reforzada es una acción afirmativa 
que no puede ser restringida sin que existan razones suficientes para ello, conforme lo 
prevé el principio de progresividad. Además, indicó que el legislador es el competente 
                                                          
8
 Sentenció la Corte, en la parte resolutiva del fallo citado: “Primero.- Declarar EXEQUIBLE la expresión salvo que medie 
autorización de la oficina de Trabajo, contenida en el inciso 1o. del artículo 26 de la Ley 361 de 1997.|| Segundo.- Declarar 
EXEQUIBLE el inciso 2o. del artículo 26 de la Ley 361 de 1997 bajo el supuesto de que en los términos de esta providencia y 
debido a los principios de respeto a la dignidad humana, solidaridad e igualdad (C.P., arts. 2o. y 13), así como de especial 
protección constitucional en favor de los disminuidos físicos, sensoriales y síquicos (C.P., arts. 47 y 54), carece de todo efecto 
jurídico el despido o la terminación del contrato de una persona por razón de su limitación sin que exista autorización 
previa de la oficina de Trabajo que constate la configuración de la existencia de una justa causa para el despido o 
terminación del respectivo contrato”. 
 
9
 Sentencia T-025 de 2011 M.P. Luis Ernesto Vargas Silva. 
 
10
 En ningún caso la limitación de una persona, podrá ser motivo para obstaculizar una vinculación laboral, a menos que dicha 
limitación sea claramente demostrada como incompatible e insuperable en el cargo que se va a desempeñar. Así mismo, ninguna 
persona limitada podrá ser despedida o su contrato terminado por razón de su limitación, salvo que medie autorización del 
Ministerio del Trabajo.  Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, no se requerirá de autorización por parte del 
Ministerio del Trabajo cuando el trabajador limitado incurra en alguna de las causales establecidas en la ley como justas 
causas para dar por terminado el contrato. Siempre se garantizará el derecho al debido proceso. No obstante, quienes fueren 
despedidos o su contrato terminado por razón de su limitación, sin el cumplimiento del requisito previsto en el inciso primero del 
presente artículo, tendrán derecho a una indemnización equivalente a ciento ochenta (180) días del salario, sin perjuicio de las 
demás prestaciones e indemnizaciones a que hubiere lugar de acuerdo con el Código Sustantivo del Trabajo y demás normas 
que lo modifiquen, adicionen, complementen o aclaren” 
 
11
 M.P. Nilson Pinilla Pinilla 
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para determinar si se requiere el permiso de la autoridad administrativa o judicial con el 
fin de despedir o terminar el contrato de una persona discapacitada, toda vez que 
desarrolla elementos de un derecho fundamental.  
  
La declaratoria de inexequibilidad de la enumeración 137 del Decreto 19 de 2012 
significó que el artículo 26 de la Ley 361 de 1997 volviera a la vida, comoquiera que la 
decisión de la Corte de extraer una norma del ordenamiento jurídico por ser contraria a 
la Carta Política genera que la regla que había sido derogada reviva12 y nuevamente 
esté vigente. Lo expuesto tiene sustento en la pretensión de evitar los vacíos 
normativos dentro del sistema jurídico. 
  
 Fijado el marco constitucional y legal, la Sala desarrollará la línea jurisprudencial 
sobre las subreglas que condicionan la procedencia de la acción de tutela para 
proteger el derecho a la estabilidad laboral reforzada en personas discapacitadas. 
Cabe aclarar que estos requisitos son diferentes del examen de procedibilidad general 
que se realiza en cualquier acción de tutela, verbigracia la subsidiariedad e inmediatez. 
  
Inicialmente, la jurisprudencia consideró que las condiciones necesarias para conceder 
el amparo consisten en que: (i) En principio no existe un derecho fundamental a la 
estabilidad laboral; sin embargo, (ii) frente a ciertas personas se presenta una 
estabilidad laboral reforzada en virtud de su especial condición física o laboral. No 
obstante, (iii) si se ha presentado una desvinculación laboral de una persona que 
reúna las calidades de especial protección la tutela no prosperará por la simple 
presencia de esta característica, sino que (iv) será necesario probar la conexidad entre 
la condición de debilidad manifiesta y la desvinculación laboral, constitutiva de un acto 
discriminatorio y un abuso del derecho. Por último, (v) la tutela sí puede ser 
mecanismo para el reintegro laboral de las personas que por su estado de salud 
                                                          
12
 Sentencia C-357 de 2003 M.P. Manuel José Cepeda. En esta oportunidad La Corte estimo: “(C)onsidera la Corte 
Constitucional que con la declaratoria de inexequibilidad se restauran ipso jure, siempre y cuando no sean contrarias al 
ordenamiento constitucional, las normas que habían sido derogadas por los apartes de la Ley (...) que sean declarados 
inconstitucionales en esa sentencia”. 
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ameriten la protección laboral reforzada, no olvidando que de presentarse una justa 
causa podrán desvincularse, con el respeto del debido proceso correspondiente”13.” 
 
Sentencia de Tutela Nº 614. 
“El amparo cobija a quienes sufren una disminución que les dificulta o impide el 
desempeño normal de sus funciones, por padecer i) deficiencia, entendida como 
una pérdida o anormalidad, permanente o transitoria, sea psicológica, fisiológica o 
anatómica de estructura o función; ii) discapacidad, esto es, cualquier restricción o 
impedimento para la realización de una actividad, ocasionado por un desmedro en 
la forma o dentro del ámbito normal del ser humano; iii) minusvalidez, que 
constituye una desventaja humana, que impide o limita el desempeño de una 
función normal de la persona, acorde con la edad, sexo y los factores sociales o 
culturales”. 
(…). 
 
“Igualmente, le corresponde a esta Sala de Revisión analizar si el Tribunal accionado 
vulneró el derecho a la igualdad del actor, al no haber proferido la sentencia de 
noviembre 11 de 2010 observando las directrices planteadas por la jurisprudencia 
constitucional para reforzar la estabilidad laboral”. 
Subrayas fuera de texto. 
“Así, siendo claro e indiscutible que también los administradores de justicia deben 
respeto a la Constitución y a las leyes, más aún en el ejercicio de sus competencias, 
ello implica que las decisiones judiciales han de ser adoptadas con estricto apego al 
ordenamiento jurídico, en el cual la primacía de los derechos fundamentales ocupa un 
lugar significativo. En ese sentido, el proceso ordinario constituye el espacio idóneo 
para lograr la eventual corrección de las actuaciones que constituyan afectaciones a 
esas garantías que resulten comprometidas”. 
                                                          
13
 Sentencia T-519 de 2003 M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra. 
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De lo anterior, se puede apreciar, la cobertura que otorga la Corte Constitucional en 
materia de estabilidad laboral reforzada, además llama poderosamente la atención, 
como el alto tribunal, acoge en sede de revisión la decisión tomada por la sala octava 
de decisión laboral del Tribunal Superior de Distrito Judicial de Medellín, al desestimar 
presuntamente, el precedente constitucional, ante lo cual, se podría indicar que las 
decisiones emitidas por la jurisdicción ordinaria, y con mayor puntualidad, por la sala 
laboral, están subordinadas a los fallos del máximo tribunal constitucional. 
Y se confirma aun más al reiterar14, que el “Desconocimiento del precedente, se 
presenta, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho 
fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. 
En estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica 
del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado”. 
A pesar de que el sistema normativo que rige la materia, es muy amplio, y plantea 
diversas alternativas para el manejo de la solución, no se puede desconocer que en 
aquellos casos que son más críticos, la presencia estatal solo se observa para la 
imposición de obligaciones a los empleadores, ya que no existe previsión alguna a los 
casos en los cuales, el trabajador, estando en la etapa de ejecución de su contrato de 
trabajo, sufre un accidente, o enfermedad de origen común, que no permita la 
posibilidad de reubicación al interior de la empresa, y la capacitación para el trabajo, 
ofrezca altos niveles de dificultad por el perfil o formación académica de la persona, lo 
que conlleva a una altísima inversión, no solo económica, si no de tiempo, el cual es 
asumido por el empleador, y que por motivos del fuero, es de imposible desvinculación 
o desligue. 
En la actualidad, la Corte Constitucional, ha pretendido unificar la dispersión conceptual 
surgida en la materia, a tal punto que en sus decisiones, y en aras de garantizar los 
derechos fundamentales, basta con el solo hecho que la persona y/o trabajador, se 
encuentre en condición de incapacidad, o debilidad manifiesta, para ser aforada por 
                                                          
14
  “Cfr. Sentencias T-462/03; SU-1184/01; T-1625/00 y T-1031/01.” 
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salud y brindarle así la estabilidad laboral reforzada, pasando por alto las 
clasificaciones, y calificaciones que nuestra normatividad plantea a quienes se 
encuentran con disminución en su condición de salud, bien sea por causa común o 
laboral, ante lo cual prima la nomoarquica o principialística, de amplia aplicación en 
cuanto a la garantía de derechos fundamentales se refiere y el constitucionalismo 
contemporáneo.   
3.2 Jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia:  
 
Como ya lo hemos indicado, la Corte Suprema de Justicia, en sentido contrario a la 
posición de la Corte Constitucional, toma en cuenta para el reconocimiento del derecho 
a la estabilidad laboral reforzada los grados de limitación establecidos en el artículo 1 
de la Ley 361 de 1997, y el Decreto 2364 de 2001, y que no conocemos que referente 
tomará la Corte respecto de los grados de limitación que establecía el artículo 7 
indicado, pues el mismo fue parcialmente derogado, como ya se ha indicado, quedando 
un vacío legal en la materia. A continuación transcribimos la jurisprudencia, en apartes, 
así:  
 
Sentencia con radicado No. 39207 del 28 de agosto de 2012: 
 
….”no cualquier discapacidad puede llegar a ser cobijada por el manto de la estabilidad 
laboral reforzada prevista en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997...”  
 
 Sentencia con radicado No. 36115 de 2010: 
 
“Para que un trabajador acceda a la indemnización estatuida en el artículo 26 de la Ley 
361 de 1997, se requiere: (i) que se encuentre en una de las siguientes ¿hipótesis: a) 
con una limitación "moderada", que corresponde a la pérdida de la capacidad laboral 
entre el 15% y el 25%, b) "severa", mayor al 25% pero inferior al 50% de la pérdida de 
la capacidad laboral, o c) "profunda" cuando el grado de minusvalía supera el 50%; (ii) 
que el empleador conozca de dicho estado de salud; y (iii) que termine la relación 
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laboral "por razón de su limitación física" y sin previa autorización del Ministerio de la 
Protección Social". 
 
Sentencia con radicado No. 37514 de 2010:  
 “…Surge de lo expuesto que la prohibición que contiene el artículo 26 de la citada Ley 
361, relativa a que ninguna persona con discapacidad podrá ser despedida o su 
contrato terminado por razón de su minusvalía, salvo que medie autorización de la 
Oficina de Trabajo, se refiere a las personas consideradas por esta ley como limitadas, 
es decir, todas aquellas que tienen un grado de invalidez superior a la limitación 
moderada…” 
….” el artículo 7 del Decreto 2463 de 2001 señala los parámetros de severidad de las 
limitaciones en los términos del artículo 5 de la Ley 361 de 1997; define que la 
limitación “moderada” es aquella en la que la pérdida de la capacidad laboral oscila 
entre el 15% y el 25%; “severa”, la que es mayor al 25% pero inferior al 50% de la 
pérdida de la capacidad laboral y “profunda” cuando el grado de minusvalía supera el 
50%....” 
 
Sentencia con radicado No. 35606. 
 
“…….el artículo 7 del Decreto 2463 de 2001 señala los parámetros de severidad de las 
limitaciones en los términos del artículo 5º de la Ley 361 de 1997; define que la 
limitación “moderada” es aquella en la que la pérdida de la capacidad laboral oscila 
entre el 15% y el 25%; “severa”, la que es mayor al 25% pero inferior al 50% de la 
pérdida de la capacidad labora y “profunda” cuando el grado de minusvalía supera el 
50%.....” 
 
Sentencia con radicado No. 25130.  
“La discapacidad física debe quedar establecida científicamente, siendo prudente 
acudir al dictamen pericial”.   
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“La prueba científica y el dictamen pericial permitirán definir si la limitación o 
discapacidad está amparada por la Ley 361 de 1997.” 
 
Sentencia con Radicado No. 32532. 
 
“Surge de lo expuesto que la prohibición que contiene el artículo 26 de la citada ley 
361, relativa  a que ninguna persona con discapacidad podrá ser despedida o su 
contrato terminado por razón de su minusvalía salvo que medie autorización de la 
oficina de trabajo, se refiere a las personas consideradas por esta ley como limitadas, 
es decir, todas aquellas que tienen un grado de invalidez superior a la limitación  
moderada.  Situación en la que no se encuentra el demandante pues su incapacidad 
permanente parcial tan solo es del 7.41%, es decir, inferior al 15% del extremo mínimo 
de la limitación moderada, que es el grado menor de discapacidad respecto del cual 
operan las garantías de asistencia y protección que regula esa ley, conforme con su 
artículo 1.” 
 
La  Corte Suprema de Justicia  toma en cuenta normas tanto constitucionales como 
legales, lo que permite que el reconocimiento se realice en equidad para las partes 
intervinientes, pues toma como base los grados de calificación de la limitación según lo 
dispuesto en la Ley 361 de 1997 y el artículo 7 del Decreto  2463 de 2001 derogado 
casi en su totalidad por el Decreto 1352 de 2013, creando con esta derogatoria un 
vacío legal que deja abierta la calificación de la limitación al libre albedrio del 
profesional sin tener un límite, por lo tanto estaremos expuestos a los abusos del 
derecho sobre esta materia. 
 
Este choque de trenes, afecta el derecho a la estabilidad laboral reforzada, y como 
referencia a la  problemática, hemos tomado el análisis publicado por  María Fernanda 
Paz Gil, abogada de la Universidad de Medellín, que transcribimos a continuación: 
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“Con “choque de trenes” me refiero a la disputa existente entre la Corte Suprema de 
Justicia, máximo órgano de cierre de la jurisdicción ordinaria que en sus decisiones se 
apega al texto de una ley previa, estricta y escrita, y la Corte Constitucional, máximo 
órgano de cierre de la jurisdicción constitucional que en sus decisiones protege los 
derechos fundamentales indeterminados e innominados, ahondando, la jurisdicción 
ordinaria aplica como método de decisión una lógica subsuntiva mientras que la 
jurisdicción constitucional aplica como método de decisión la ponderación. El conflicto 
está dado porque nuestras Cortes desconocen mutuamente sus fallos, desde la vitrina 
de los diarios y los noticieros esta actitud encierra un conflicto político que busca 
determinar cuál de las jurisdicciones, si la ordinaria o la constitucional tendrá la última 
palabra en la discusión y solución de un problema jurídico, es fácil plantear un “show” 
mediático en esa instancia porque cada corporación tiene un presidente o vocero si se 
quiere al que puede identificarse como artífice de una línea de decisión y opositor de 
otra. 
 
Conviene, sin embargo, advertir que, el problema en la práctica jurídica o litigio no 
puede circunscribirse a esta noción de “choque de trenes” por dos razones. La primera 
de ellas es que las probabilidades de que el interés para recurrir en una demanda de 
casación ante la Corte Suprema de Justicia o de que una tutela sea escogida para 
revisión en la Corte Constitucional, son bajas; la segunda es que en el litigio el 
problema real emerge a partir de que en Colombia no existe una Jurisdicción 
Constitucional especializada y por ello todos los jueces ordinarios ejercen funciones 
Constitucionales, razón por la cual, un juez debe aplicar lógicas contrapuestas en la 
solución del mismo problema jurídico atendiendo a que un ciudadano planteé el 
problema en el cuerpo de un proceso ordinario o en el cuerpo de una acción de tutela.  
 
Como puede verse, el “choque de trenes” tiene una segunda manifestación, la del juez 
común en el que convergen funciones de instancia y constitucionales, porque, en su 
ejercicio profesional debe aplicar normas que en muchas ocasiones han sido 
interpretadas por cada una de las “Altas Cortes” de manera diferente. Por supuesto no 
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resulta técnico hablar de “choque de trenes” cuando nos referimos a la dicotomía a la 
que se ve enfrentado “el juez” al momento de tomar una decisión, sería más acertado 
plantear la dicotomía de las lógicas legalista y constitucionalista en el ejercicio judicial 
como manifestación del “choque de trenes” en el juez unitario. 
 
Lo cierto es que sin importar la faceta que se tenga en cuenta, la del juez colegiado o la 
del juez unitario, el “choque de trenes” genera daños severos en la ciudadanía pues 
propicia desconfianza en el poder judicial. 
 
Por supuesto el planteamiento anterior es relevante en la medida que “la estabilidad 
laboral reforzada en el fuero de Salud” es uno de los temas en que existe “choque de 
trenes”, dado que, la Corte Constitucional ha creado jurisprudencia prolija y extensa en 
la materia que es desconocida en muchas oportunidades por la Jurisdicción Ordinaria. 
 
Por estabilidad laboral reforzada en el fuero de salud pueden entenderse diversas 
protecciones, pero interesa para el desarrollo de éste trabajo el entendido bajo el cual 
está prohibido al empleador despedir al trabajador que adquiere una discapacidad 
durante la ejecución del contrato de trabajo sin que medie justa causa. 
 
La jurisdicción ordinaria en su especialidad laboral desconoce esta prohibición de 
despido al trabajador, es decir, permite el despido de un trabajador discapacitado en un 
contrato a término fijo si se esgrime como causal de terminación la llegada del plazo y 
no el estado de indefensión del trabajador. En tal sentido, “el juez” deberá resolver el 
caso de un modo si el trabajador solicita amparo por medio de una acción de tutela y 
de manera diferente si lo hace instaurando un proceso ordinario. 
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Sin lugar a duda, existen en este punto más preguntas que respuestas, no obstante, 
resulta innegable la pertinencia de un estudio profundo sobre la materia que condense 
las líneas jurisprudenciales sobre estabilidad laboral reforzada en el fuero de salud 
esgrimidas por “Nuestras Cortes”, estudio que será útil sólo en la medida de que ayude 
en la construcción de un sistema jurídico más coherente del que los ciudadanos 
puedan profesar confianza.” 
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CAPITULO IV 
 
La ponderación de derechos de las personas en estado de discapacidad – 
Derecho a la igualdad - ROBERT ALEXY, en su obra “Teoría de los derechos 
fundamentales”. 
 
La Constitución Política de 1991, entre las novedades que introdujo, están los derechos 
fundamentales y los principios, para marcar una diferencia enorme respecto del 
derecho decretal, por lo tanto, esto nos ha llevado los últimos 20 años a un nuevo 
derecho, donde hemos pasado de un Estado de legalidad a un Estado Constitucional o 
de derechos fundamentales, y con el bloque de constitucionalidad, que ha permitido el 
reconocimiento de derechos y principios no contemplados en la Constitución, se han 
ido integrando derechos y principios relacionados con la estabilidad laboral reforzada.   
Para el tema objeto de investigación, debemos tener en cuenta el mandato de los 
derechos fundamentales que tienen relación directa con el tema de la estabilidad 
laboral reforzada: artículos 13 (Derecho a la Igualdad)  47 derecho a la protección 
especial a disminuidos, 53 derechos del trabajador de la Constitución Política, derechos 
con un sentido proteccionista en línea de lo comentado por el autor Robert Alexy en su 
tratado de derechos fundamentales del año 2007 donde dedica un capítulo 
especialmente (Capítulo 8) el  Derecho General de Igualdad, encontrando en la 
redacción del artículo 13 de nuestra carta política, la fórmula tradicional: “todas las 
personas son iguales ante la Ley”, con alcance a la garantía que ofrece el Estado a 
personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en 
circunstancia de debilidad manifiesta, norma que transcribo a continuación:  
“Articulo 13. Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la 
misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, 
libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, 
origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. 
El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y 
adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados. 
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El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición 
económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta 
y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan”. 
Para hablar de igualdad, se debe hablar de justicia, entendido bajo el precepto de darle 
a cada uno lo suyo, lo que le pertenece.   
 
El derecho a la igualdad es un valor que se encuentra en el preámbulo de la Carta 
Política, que hace referencia expresa a la protección que tienen las personas que se 
encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta, y por lo tanto estarían amparadas 
por el derecho a la estabilidad laboral reforzada, pero es también importante analizar si 
el derecho a la igualdad se ha ponderando al momento de resolver los conflictos sobre 
este derecho a la luz de los principios y valores contenidos en la Constitución, 
principios y derechos, que son base del Estado Social de Derecho, encontrando en 
problemáticas como la presentada con las Altas Cortes, que con criterios diferentes 
tiene a los operadores jurídicos divididos, lo que deja dudas sobre la ponderación de 
los derechos, especialmente el de igualdad.  
 
Otro derecho que tiene relación directa con los conflictos que se originan del 
reconocimiento del derecho a la estabilidad laboral reforzada, es el de  solidaridad, 
derecho que se observa sesgado o parcializado hacia el empleador, y donde el Estado 
siempre está ausente; desconociéndole al empleador derechos como el preceptuado 
en el artículo 333 de la Constitución Política, pues se hace cada vez más evidente la 
prevalencia del derecho de uno solo de los portadores del mismo, como es el del 
trabajador discapacitado, desconociendo  que el derecho a la solidaridad debe estar 
ligado al interés general.  
 
Ambos actores, empleador y trabajador, estarán involucrados en las controversias que 
se origen por la aplicación del derecho a la estabilidad laboral reforzada, pero también 
es cierto que se les debe reconocer el derecho en igualdad de condiciones, y con la 
participación del actor principal, el Estado.  
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CONCLUSIONES 
En la búsqueda de la fuente del derecho que nos permitiera resolver el interrogante del 
planteamiento del problema ¿Cuál es la fuente de derecho que permita solucionar la 
problemática por la legislación, interpretación, conceptos, y aplicación del derecho a la 
estabilidad laboral reforzada?, se identifican y exponen las problemáticas que a nivel de 
legislación, interpretación, conceptualización, y aplicación, tienen relación las personas 
con derecho a la estabilidad laboral reforzada, encontrando que habría lugar a dar una 
solución en algunas de ellas, y en otras no, como  se indica a continuación:  
La tensión de derechos que surge entre el empleador y el trabajador, se suple con el 
ejercicio de ponderar los derechos con los principios y valores, en armonía con las 
normas que tratan la materia. Este ejercicio lo deben realizar los operadores jurídicos, 
los profesionales del derecho.  
La diferencia de criterios entre las altas cortes, llamado igualmente choque de trenes, 
no tendrá solución mientras la Corte Constitucional, sólo se remita a la Constitución 
para garantizar el derecho a la estabilidad laboral reforzada, sin tomar en cuenta la 
normatividad que igualmente regula ese derecho, artículo 1 de la Ley 361 de 1997, y 
demás normas relacionadas en la presente investigación.  
La posición del Ministerio de Trabajo, de no otorgar los permisos para dar por 
terminado los contratos de trabajo, sobre el siguiente planteamiento: “El Ministerio 
únicamente tiene competencia para autorizar la terminación del vínculo contractual a 
una empresa, empleador o a una Cooperativa de Trabajo Asociado cuando motive la 
condición de discapacidad del trabajador, es decir cuando dicha limitación sea 
considerada como incompatible o insuperable con los cargos existentes del interesado, 
no obstante el esfuerzo del solicitante para realizar la reubicación o incluso la 
reconversión de mano de obra de la persona, según lo anterior, implica que dentro del 
procedimiento únicamente se evalúa, cuando en materia laboral se trate, la causal 
contemplada en el literal A – 13 del artículo 62 del C.S.T., para todos los casos, el 
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referente será ineptitud del trabajador para realizar funciones, teniendo en cuenta el 
grado de disminución de su condición física y pérdida de capacidad laboral.   
Esta entidad tiene la facultad cuasijudicial, y por lo tanto debe otorgar los permisos, no 
solo en relación con la causal señalada, sino cualquiera de las justas causas 
contempladas en el artículo 62 del C.S.T., así como las causales objetivas de 
terminación contempladas en el artículo 61 del C.S.T.  Ahora bien, ¿quién obliga a esta 
entidad?  En casos como este, sólo una norma expresa lo solucionaría.    
El incumplimiento de lo preceptuado en la Ley 361 de 1997, especialmente lo 
establecido en el artículo 4 de la Ley 361 de 1997, coloca en riesgo, no solo a las 
personas a quienes va dirigida la protección de sus derechos, si no a quienes se ven 
sometidos a garantizar la estabilidad de la misma, la obligación que la norma considera 
“Ineludible”, y que se impone al estado en diversos aspectos, entre ellos la integración 
laboral y la garantía de los derechos económicos, pero en realidad está siendo asumida 
por las personas jurídicas tanto del sector privado como del publico que fungen como 
empleadores, esto a riesgo de la estabilidad laboral, económica, financiera de las 
empresas y entidades, y sus demás trabajadores, quienes deben asumir, y soportar 
solas, la carga injustificada que el estado les ha impuesto, a través de la ley, y los 
diferentes fallos judiciales, sustrayéndose el estado como tal, de asumir un papel más 
activo, en la garantía de los derechos de las personas limitadas, bien sea a través de la 
implementación de políticas públicas, reconocimiento de subsidios o creando y 
facilitando otros espacios de integración laboral, permitiendo de esta manera que la 
obligación sea asumida de manera equitativa, entre el estado y empleador.  
Aunque el Estado ha intentado promover una política pública de acuerdo lo planteado, 
una de las formas ha sido con la expedición de la Ley 1145 de 2007, por medio de la 
cual se organiza el Sistema Nacional de Discapacidad y se dictan otras disposiciones, 
encontrando en esta los Principios Generales que orientan la Política Pública Nacional 
para la discapacidad, pero hay que decir, que dicha política desconoce los derechos de 
las empresas, respecto a su estabilidad económica y financiera, sometiéndolas a tener 
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que asumir de manera solitaria la carga de la estabilidad laboral reforzada, cuando es 
obligación del estado participar en esa obligación.  
Siendo pertinente indicar, que una cosa es participar, y otra totalmente distinta es 
asumir, ya que el inciso segundo del mismo artículo 4 de la Ley 361 de 1997, vincula a 
las entidades públicas y privadas a participar, pero en la realidad, son estas, quienes 
están llevando el peso total de la obligación, que debe estar también en cabeza del 
estado, mediante la formulación de soluciones, que no pongan en riesgo el desarrollo 
económico de las empresas, al condenarlos, a llevar una carga permanente, cuando se 
tiene un trabajador, en estado de incapacidad o limitación por cualquier tipo de 
circunstancia, y con mayor perturbación para las organizaciones, cuando la causa o el 
origen de la limitación es de origen común, avizorando así, que el estado, en lo único 
que cree cumplir su obligación, es creando normas que lo excluyen a él, y emitiendo 
sentencias que desde luego deben favorecer a la parte más débil, pero generando a su 
vez inestabilidad y riesgo, so pena de la perdida y desequilibrio económico de las 
organizaciones, que puede generar la liquidación y cierre de las mismas, trayendo 
como consecuencia, la disminución de fuentes de trabajo y/o desempleo.  
A la confusión que se presenta por parte de todos los operadores jurídicos sobre los 
conceptos: inválido, discapacitado, minusválido, disminuido, limitado, que el derecho 
tampoco aclara, y que además se mencionan en diferentes normas, se deben clasificar 
de acuerdo con la circunstancia, que permita aplicarlos correctamente. Esto se lograría 
mediante un Decreto, que retome igualmente los grados de limitación como estaba 
dispuesto en el Decreto 2463 de 2001, y de esa manera se evitará que volvamos sobre 
los términos moderado, severo, profundo, exponiéndonos al abuso del derecho, pues 
ha quedado en manos de la entidad que conozca del evento de salud, para este caso 
las prestadoras de servicios de salud, la calificación de la limitación, sin un referente, 
como si lo daban los grados determinados por la norma derogada parcialmente.  
Desde la Academia, y desde los planteamientos legales que realizamos los 
profesionales del derecho podemos aportar de manera activa, a que estas 
problemáticas se solucionen en beneficio de todos.  
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